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Sentencia

Ciudad de México, a treinta y uno de agosto de 
dos mil veintiséis.

Vistos, para resolver en sentencia definitiva el juicio 

oral mercantil 371/2026-I, promovido por ****** ******* 

*******, en contra de ***** ****** ******** ******** 

*********** ** ***** ********* ***** ***** **********; 

y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Presentación de la demanda. 
Mediante escrito presentado el seis de mayo de dos mil 
veintiséis, en la Oficina de Correspondencia Común de 

los Juzgados de Distrito en Materia de Extinción de 

Dominio con Competencia en la República Mexicana y 

Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer 

Circuito, con sede en la Ciudad de México, turnado en la 

misma data —por razón de turno— a este Juzgado 

Segundo de Distrito en Materia de Extinción de Dominio 

con Competencia en la República Mexicana y 

Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer 

Circuito, con sede en la Ciudad de México,  ****** 

******* *******, por propio derecho, demandó en la vía 

oral mercantil de  ***** ****** ******** ******** 

*********** ** ***** ********* ***** ***** **********, 

las prestaciones siguientes:

I. La nulidad de dos cargos a la tarjeta de crédito física 
con terminación  **** y/o tarjeta digital terminación 
****, a nombre de la actora, de siete de julio de dos 
mil veinticinco, por la cantidad total de $********* 
(******* * ***** *** ****** ******* ***** ** /100 
moneda nacional).
II. La cancelación de la cantidad total en cita.
III. La cancelación de los intereses, comisiones, 
impuestos y cualquier cargo que haya generado la 
cantidad referida, contados a partir de la fecha en que 
la institución realizó los cargos.
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IV. Como consecuencia de lo anterior, la cancelación y 
aclaración de antecedentes negativos en el buró de 
crédito derivado de los cargos cuya nulidad demanda.
V. El pago de gastos y costas.

SEGUNDO. Admisión, integración y trámite. Por 

auto de ocho de mayo de dos mil veintiséis, se 

admitió la demanda y se ordenó emplazar a la enjuiciada 

para que, dentro del plazo de nueve días, formulara su 

contestación por escrito, e hiciera valer las excepciones 

y defensas que estimara pertinentes. Igualmente, se 

tuvieron por anunciadas las pruebas de la parte actora, 

en términos del artículo 1390 Bis 13 del Código de 

Comercio. Aunado a ello, se le requirió para que 

exhibiera las documentales solicitadas por la parte 

actora, bajo el apercibimiento correspondiente.

TERCERO. Contestación de la demanda. 

Mediante escrito presentado vía electrónica el tres de 
junio de dos mil veintiséis, la demandada ***** ****** 

******** ******** 
*********** ** 
***** ********* 
***** 

***** ********** , por conducto de su apoderado 

******* ****** ******, dio contestación a la demanda y 

en auto de nueve de junio de dos mil veintiséis, se 

tuvo por contestada, por opuestas las excepciones y 

defensas; por anunciadas las pruebas, así como por 

exhibidos los documentos; de todo lo cual se le dio vista 

a la parte actora para que manifestara lo que a su 

derecho conviniera, sin que la desahogara.

Posteriormente, mediante proveído de veintitrés 
de junio del año en curso, se señaló fecha y hora para 

la celebración de la audiencia preliminar. 

CUARTO. Audiencias preliminar y de juicio. 
Luego, el veinte de julio del presente año, se celebró 
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la audiencia preliminar, en la cual se proveyó sobre la 

admisión de las pruebas ofrecidas por las partes. 

Posteriormente, el treinta y uno de agosto del 
mismo año, tuvo verificativo la audiencia de juicio en la 

que se desahogaron las pruebas admitidas, se declaró 

visto el asunto, y se citó a las partes para oír sentencia, 

la que ahora se dicta.

C O N S I D E R A N D O S:

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Segundo 

de Distrito en Materia de Extinción de Dominio con 

Competencia en la República Mexicana y Especializado 

en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito, con 

sede en la Ciudad de México, es competente para 

conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con 

lo dispuesto en los artículos 104, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

49 y 58, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

de la Federación; 1339 y 1390 Bis a 1390 Bis 49 del 

Código de Comercio, así como en los Acuerdos 

Generales 03/2013 y 28/2020, ambos del Pleno del 

entonces Consejo de la Judicatura Federal, el primero, 

relativo a la determinación y límites territoriales de los 

circuitos en que se divide el territorio de la República 

Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y 

especialización por materia de los Tribunales Colegiados 

y Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito y el 

segundo de ellos, concerniente a la transformación del 

Juzgado Quinto de Distrito en Materia Mercantil 

Especializado en Juicios de Cuantía Menor, con sede en 

la Ciudad de México, en Juzgado Segundo de Distrito en 

Materia de Extinción de Dominio con Competencia en la 

República Mexicana y Especializado en Juicios Orales 
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Mercantiles en el Primer Circuito, con sede en la Ciudad 

de México.

SEGUNDO. Procedencia de la vía. La vía oral 

mercantil resulta idónea para resolver el presente juicio, 

porque acorde con lo dispuesto en los artículos 75, 

fracción XIV, y 1049, ambos del Código de Comercio, la 

controversia que aquí se ventila deriva de actos 

comerciales, toda vez que se cuestionan operaciones de 

una institución de crédito.

TERCERO. Legitimación. Previo al estudio de 

fondo se analiza la legitimación de las partes, por ser un 

presupuesto procesal de estudio oficioso.

La parte actora, se encuentra legitimada en la 

causa en términos de lo dispuesto en el artículo 1056 del 

Código de Comercio, para promover el presente juicio 

oral mercantil, en virtud de que, comparece a reclamar la 

nulidad absoluta de dos operaciones realizadas el siete 
de julio de dos mil veinticinco, mediante el uso de la 

tarjeta de crédito física con terminación  ***** y/o 
digital con terminación  ****, de la que es titular, 

debido a que aduce, no haberlas autorizado ni realizado. 

Como consecuencia de dicha pretensión, solicita la 

cancelación de los cargos por la cantidad total de 
$97,114.11 (noventa y siete mil ciento catorce pesos 
11/100 moneda nacional), así como de los intereses, 

comisiones, impuestos y demás accesorios que se 

hubieren generado con motivo de esas operaciones.

Por su parte, la legitimación pasiva en la causa, 

también se encuentra acreditada, en virtud de que al 

contestar la demanda,  ***** ****** ******** ******** 

*********** ** ***** ********* ***** ***** **********, 

reconoció haber celebrado con la parte actora, el 
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contrato de servicios bancarios correspondiente a la 

cuenta y tarjeta de crédito antes referidas, respecto de la 

cual se registraron los cargos materia de la litis.

Refuerza lo anterior el hecho de que, durante la 

audiencia preliminar, se tuvo como hecho no 

controvertido la existencia de la relación contractual 

entre la parte actora y la institución bancaria demandada, 

por lo que resulta evidente que ambas partes se 

encuentran legitimadas para intervenir en el presente 

juicio.

CUARTO. Litis. El problema jurídico a resolver 

consiste en determinar si resulta procedente declarar la 

nulidad absoluta de las dos operaciones reclamadas, 

por un monto total de $97,114.11 (noventa y siete mil 
ciento catorce pesos 11/100 moneda nacional), y; 

como consecuencia, ordenar la cancelación de los 

cargos respectivos, así como de los intereses, 

comisiones, impuestos y demás accesorios que, en su 

caso, se hubieren generado con motivo de aquéllas.

Por el contrario, si como lo sostiene la institución 

de crédito demandada, se le debe absolver de las 

prestaciones reclamadas, al afirmar que las operaciones 

controvertidas fueron realizadas con el consentimiento 

de la parte actora, mediante el uso de la tarjeta física y/o 

digital de la clave o número secreto de uso exclusivo de 

su titular.

QUINTO. Estudio de la acción. Una vez que ha 

sido precisada la legitimación de las partes, se continúa 

con el estudio correspondiente.

En la especie, se tiene que los elementos 

constitutivos de la acción son:
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1. Existencia de la relación contractual entre las 

partes.

2. Existencia de las operaciones materia de la litis.

3. Ausencia del consentimiento de la actora en las 

operaciones controvertidas.

En el presente asunto, resulta necesario efectuar 

una valoración conjunta de las pruebas ofrecidas por la 

actora y por la institución de crédito demandada, las 

cuales fueron admitidas en la audiencia preliminar y 

desahogadas en la de juicio. En esa línea, las 

documentales aportadas se valoran en términos de los 

artículos 1237, 1238, 1241, 1296 y 1298 del Código de 

Comercio, en virtud de que, si bien ambas partes 

formularon objeciones respecto del alcance y valor 

probatorio de los documentos exhibidos por su 

contraparte, tales objeciones no versaron sobre su 

autenticidad, por tanto, dichas documentales producen 

sus efectos como si hubieran sido expresamente 

reconocidas.

El resto de los medios de prueba se toman en 

consideración en cuanto beneficien o perjudiquen a las 

partes, al tratarse de actuaciones judiciales, 

presunciones legales y demás elementos probatorios 

incorporados válidamente en el proceso, los cuales 

generan valor probatorio en términos de las 

disposiciones mencionadas.

1. La existencia de la relación contractual entre 
las partes.

Por lo que se refiere al primer elemento de la 

acción, relativo a la existencia contractual entre las 

partes, éste se encuentra acreditado, en virtud de que en 

la audiencia preliminar las partes establecieron como 
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hecho no controvertido la existencia de la relación 

contractual entre ellas; por tanto, dicho aspecto se 

encuentra fuera de debate.

2. La existencia de las operaciones cuya nulidad 
se reclama.

En cuanto hace al segundo elemento de la 

acción, consistente en la existencia de las operaciones 

cuya nulidad se reclama, también se encuentra 

acreditado, en razón de que los cargos controvertidos se 

encuentran registrados en el estado de cuenta 

correspondiente al periodo comprendido del veintiuno 
de junio al veintiuno de julio de dos mil veinticinco, 

relativo a la tarjeta de crédito física con terminación 
***** y/o digital con terminación ****, a nombre de la 

parte actora. 

Además, obran en la documental detalle de 

autenticación de las operaciones cuya nulidad se 

reclama exhibida por la parte demandada.

3. La ausencia de consentimiento o autorización 
de la parte actora para efectuar las transacciones 
controvertidas con sus datos y claves de carácter 
confidencial.

Así, la materia de estudio en este tercer elemento 

es lo relativo a la falta de consentimiento o 
autorización de los movimientos bancarios de los 
que se demanda su nulidad, mismo que será analizado 

en conjunto con las excepciones opuestas por la 

demandada, en las cuales expone esencialmente los 

argumentos siguientes.

I. Excepción de falta de acción y derecho. 
Consistente en que la nulidad de los cargos es 

improcedente ya que se generó bajo el esquema de 
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comercio electrónico seguro, mediante la tarjeta digital y 

envío de clave dinámica, no se observa mantenimiento 

del teléfono en la cuenta y no se menciona cómo se 

compromete la clave dinámica, además, que no es 

suficiente con negar haber autorizado las compras 

reclamadas ya que existen obligaciones contractuales 

entre las partes, debiendo considerarse que el cargo 

demandado fue realizado de forma correcta y exitosa en 

comercio electrónico seguro, con apego a lo pactado en 

el contrato de apertura de crédito en cuenta corriente en 

moneda nacional asociado a la tarjeta de crédito.

Asimismo, las transacciones se realizaron mediante 

el uso de una firma electrónica utilizados para identificar 

al firmante, las cuales producen los mismos efectos 

jurídicos que la firma autógrafa, por lo que, en todo caso, 

la responsable es la actora del manejo de la información 

relacionada con su tarjeta, como lo son los dieciséis 

dígitos de la misma, la fecha de vigencia, del CVV que 

se encuentra al reverso de la tarjeta, de la información o 

claves dinámicas y en general al manejo de la misma, 

por tanto, no procede el la nulidad de los cargos, pues 

fueron generados, suscritos, firmados electrónicamente, 

autorizados y consentidos por la actora.

II. Excepción de falta de comprobación de los 
hechos constitutivos de la acción. Precisa que es 

obligación de la actora de probar los hechos constitutivos 

de su acción ya que la demandada acredita con que las 

operaciones fueron consentidas por la actora,  ya que no 

aportó medio de prueba que sustente su afirmación 

aunado a que la actora es la única sabedora de su 

contraseña de uso único conocida como OTP o 

contraseña dinámica, las cuales, le fueron enviadas, por 
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tanto, al no existir una denuncia de robo de la tarjeta o 

alteración se entiende que la actora fue quien las realizó.

En tal virtud, la accionante no acredita la falta de 

consentimiento en las operaciones controvertidas y por 

su parte, la demandada sí acredita que la accionante 

utilizó de manera exitosa el password o contraseñas de 

uso único, o dinámica, para efecto de autenticar las 

operaciones que es objeto de la demanda.

Así, cuando la parte actora niega haber realizado, 

autorizado o instruido el cargo controvertido, le 

corresponde la carga de la prueba acreditar la ausencia 

del consentimiento en las operaciones controvertidas.

Dichas excepciones son infundadas, por los 

motivos que se precisarán a continuación.

En el caso, la actora reclama la declaración judicial 

de nulidad absoluta de dos operaciones realizadas el 

siete de julio de dos mil veinticinco, en la tarjeta de 
crédito física con terminación  ***** y/o digital con 

terminación ****, a nombre de la parte actora, por el 
monto total de $********* (******* * ***** *** ****** 

******* ***** ** /100 moneda nacional), y; como 

consecuencia, ordenar la cancelación de los cargos 

respectivos, así como de los intereses, comisiones, 

impuestos y demás accesorios que, en su caso, se 

hubieren generado con motivo de aquéllas.

De esta manera, el deber probatorio de acreditar 

que fue la cuentahabiente quien realizó o autorizó dicha 

operación corresponde primariamente al banco.

La justificación de ello, radica en que a diferencia 

de los usuarios, las instituciones financieras tienen 

mayor facilidad para preconstituir y aportar pruebas 

JO
R

G
E

 E
D

SO
N

 B
E

C
E

R
R

A
 SA

N
C

H
E

Z
706a6620636a663300000000000000000001b3ff
07/06/29 13:13:23

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



relacionadas con las operaciones que verifican, por tener 

alojada la evidencia en su infraestructura; además, 

porque poseen los dispositivos, documentos, 

instrumentos o lo que hayan empleado para registrar la 

operación e identificar al usuario, en atención a la 

obligación de resguardo de la información, en términos 

de la sección quinta del capítulo X de las Disposiciones 

de Carácter General Aplicables a las Instituciones de 

Crédito.

Apoya lo anterior, la jurisprudencia 1a./J. 17/2021 

(10a.) de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación1, del contenido siguiente:

“TRANSFERENCIAS ELECTRÓNICAS 
BANCARIAS. CUANDO SE RECLAME SU NULIDAD, 
CORRESPONDE A LA INSTITUCIÓN BANCARIA 
DEMOSTRAR QUE SE SIGUIERON LOS 
PROCEDIMIENTOS ESTABLECIDOS NORMATIVAMENTE 
PARA ACREDITAR SU FIABILIDAD.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito 
contendientes sostuvieron posturas distintas respecto a 
quién correspondía demostrar, en un juicio de naturaleza 
mercantil, la fiabilidad del mecanismo por el cual se 
efectuaron transferencias electrónicas de recursos mediante 
la utilización de plataformas digitales; así, uno estimó que 
cuando el cuentahabiente niega haber dado su autorización 
al banco para realizar la transferencia y la institución de 
crédito afirma que sí recibió la instrucción, corresponde al 
primero demostrar que el sistema que opera las firmas 
electrónicas carece de fiabilidad y, por tanto, que su cuenta 
fue saboteada electrónicamente; mientras que el otro 
sostuvo lo contrario, es decir, que corresponde a la 
institución bancaria soportar la carga probatoria de acreditar 
que las mismas se realizaron mediante el uso de los 
elementos de seguridad empleados para garantizar la 
certeza de las operaciones.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determina que no puede 
presumirse la fiabilidad de la banca electrónica a partir de la 
mera acreditación de que una transferencia se llevó a cabo 
utilizando un determinado mecanismo de autenticación por 
parte del usuario. Al respecto, se establece que dicha 
presunción solamente se puede obtener una vez que la 
institución bancaria demuestre haber seguido el 
procedimiento exigido por las disposiciones de carácter 
general, aplicables a las instituciones de crédito, emitidas 
por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. En ese 
sentido, una vez acreditado que se siguió debidamente el 

1 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 1, mayo de 2021, Tomo II, página 
1752, registro digital 2023157.
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procedimiento normativamente exigido de la institución 
financiera para la operación impugnada y que no se tuvo 
conocimiento de incidentes que comprometieran los datos 
del cuentahabiente, sólo entonces la carga de la prueba se 
le revertirá al usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo 
aportado por aquélla.

Justificación: Las disposiciones aludidas establecen 
la previsión de contenidos mínimos para el funcionamiento 
de la banca electrónica tratándose de las transferencias de 
recursos, dentro de los que destacan: a) la introducción de 
mecanismos complejos de autenticación del usuario 
divididas en cuatro categorías; b) el establecimiento de 
operaciones con las cantidades dinerarias máximas que 
pueden llevarse a cabo bajo determinado medio de 
autenticación; c) la necesidad de registrar previamente las 
cuentas de destino, así como el periodo mínimo que debe 
transcurrir antes de poder realizar la transferencia, según 
sea el caso; y, d) la obligación de generar comprobantes y 
notificar al usuario de las transacciones. Sin embargo, a 
partir de que actualmente se conocen diversas maneras de 
poder obtener fraudulentamente datos de los clientes o 
vulnerarse contenido electrónico para realizar operaciones 
sin el consentimiento de los usuarios, la presunción en el 
sentido de que las transferencias mediante mecanismos 
electrónicos son infalibles no puede prosperar, por lo que no 
es posible trasladar, en un primer momento, la carga de la 
prueba al usuario del servicio; máxime si se considera la 
tecnicidad de los sistemas digitales por medio de los cuales 
se presta el servicio de la banca electrónica lo que 
representa un obstáculo excesivo a efecto de que el usuario 
del servicio pudiera demostrar su pretensión, además de 
que el banco es quien cuenta con la infraestructura 
necesaria para generar la evidencia presentada ante los 
órganos jurisdiccionales. De manera tal que la institución 
financiera es quien debe acreditar que los procedimientos de 
identificación que fueron utilizados durante la transacción y 
que fueron acordados con el usuario se emitieron 
correctamente, además de la fiabilidad del procedimiento 
que se utilizó para autorizar la transacción. 
Consecuentemente, una vez acreditado que se siguió el 
procedimiento normativamente exigido de la institución 
financiera para la operación impugnada y que no se tuvo 
conocimiento de incidentes que comprometieran los datos 
del cuentahabiente, sólo entonces la carga de la prueba se 
revertirá al usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo 
aportado por aquélla, sin que lo anterior implique la 
imposición a los bancos de una carga imposible consistente 
en la demostración de la fiabilidad abstracta de todo su 
sistema ante cualquier tipo de riesgo, sino sólo de aquellos 
que se pudieran llegar a materializar.”

Del mismo modo, resulta aplicable la jurisprudencia 

1a./J. 16/2019 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, Décima Época, publicada 

en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

libro 66, mayo de 2019, Tomo II, página 1228, registro 

2019919, cuyo rubro y texto son:

JO
R

G
E

 E
D

SO
N

 B
E

C
E

R
R

A
 SA

N
C

H
E

Z
706a6620636a663300000000000000000001b3ff
07/06/29 13:13:23

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



“NULIDAD DE PAGARÉ (VOUCHER). CARGA DE 
LA PRUEBA DE LAS OPERACIONES EFECTUADAS 
MEDIANTE EL USO DE TARJETA BANCARIA 
AUTORIZADAS A TRAVÉS DE LA DIGITACIÓN DEL 
NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN PERSONAL (NIP) EN 
DISPOSITIVOS DENOMINADOS "TERMINAL PUNTO DE 
VENTA". Cuando se demanda la nulidad de los vouchers 
emitidos con motivo del uso de una tarjeta bancaria cuya 
autenticación se originó mediante la digitación de un número 
de identificación personal, porque el usuario niega haberlos 
realizado, es la institución bancaria quien está obligada a 
ofrecer las pruebas pertinentes que acrediten que fue el 
propio usuario quien realizó dicha transacción. Lo anterior 
encuentra justificación, porque con independencia de que la 
institución bancaria demandada exprese que la operación 
reclamada se efectuó a través de medios electrónicos 
utilizando la firma electrónica del cuentahabiente mediante 
el tecleo de su número de identificación personal (NIP), lo 
que presuntivamente acredita la existencia y validez de las 
transacciones; sin embargo, es ésta la que tiene la 
obligación de aportar las pruebas pertinentes con las que se 
demuestre que fue el propio usuario quien realizó tales 
operaciones, esto es, que se trató del emisor de la 
autorización mediante la firma electrónica. Ello, en virtud de 
que las instituciones bancarias prestadoras del servicio son 
las que se encuentran en una posición dominante en la 
relación de consumo, por lo que están obligadas a 
garantizar la seguridad en todas las operaciones que se 
lleven a cabo con motivo de los contratos celebrados con 
sus clientes, pues son ellas las que cuentan con dispositivos 
y mecanismos que facilitan la aportación de pruebas, al ser 
las encargadas de la implementación de las medidas de 
seguridad a efecto de poder verificar no sólo los montos de 
las disposiciones o los cargos, sino la efectiva utilización de 
la tarjeta que cuenta con mecanismo chip y del número de 
identificación personal de los usuarios. Por tanto, si la 
institución financiera quiere gozar de la presunción legal de 
tener como emisor al que envió el mensaje de datos, deberá 
probar los procedimientos de identificación que fueron 
utilizados durante la transacción y que fueron acordados con 
el usuario, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
310 de las Disposiciones de carácter general aplicables a 
las Instituciones de Crédito; y que esos procedimientos 
cumplen con los requisitos previstos para la verificación de 
la fiabilidad de las firmas electrónicas, esto es, que los datos 
de creación del mensaje en el contexto en que se utilizaron, 
corresponden exclusivamente al emisor, sin que el sistema 
en sí mismo haya sido alterado por algún agente externo. 
Sin que sea obstáculo a lo anterior, la regla establecida en el 
artículo 1196 del Código de Comercio de que corresponde 
probar al que niega, cuando al hacerlo desconoce la 
presunción legal que tiene a su favor el colitigante; pues si 
bien ello podría en principio trasladar la carga de la prueba 
al usuario, pues de conformidad con el artículo 90 Bis del 
mismo ordenamiento legal, la institución financiera cuenta 
con la presunción legal de tener como emisario al usuario y 
actuar en consecuencia cuando se haya aplicado el método 
de identificación acordado, como puede ser el uso de la 
tarjeta bancaria al cual se encuentra integrado un chip con el 
número de identificación asociado, que una vez tecleado fue 
verificado por la institución bancaria dando como resultado 
que en el voucher se insertara la leyenda: "NIP 
VERIFICADA o PIN VERIFIED"; sin embargo para que el 
Juez esté en aptitud de aplicar esa presunción se necesita la 
exhibición de mayores elementos para demostrar la 
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fiabilidad del método utilizado para la generación de la firma. 
Así, una vez que la institución bancaria haya acreditado que 
no se vulneró el sistema durante la transacción y que tomó 
las medidas de seguridad necesarias; entonces la carga de 
la prueba se le revertirá al usuario quien tendrá el deber de 
desvirtuar lo aportado por aquélla.”

Del citado criterio jurisprudencial, se advierte que, 

cuando el cuentahabiente niega haber dado su 

autorización a la institución financiera para realizar una 

operación electrónica y ésta afirma que sí recibió la 

instrucción, corresponde al banco la carga de la prueba, 

de acreditar que los procedimientos de identificación que 

fueron utilizados durante la transacción y que fueron 

acordados con el usuario se emitieron correctamente, 

además de la fiabilidad que se utilizó para autorizar la 

transacción.

Consecuentemente, una vez acreditado que se 

siguió el procedimiento normativamente exigido por la 

institución financiera para la operación impugnada y que 

no se tuvo conocimiento de los incidentes que 

comprometieran los datos del cuentahabiente, sólo 

entonces la carga de la prueba se revertirá al usuario 

quien tendrá el deber de desvirtuar lo aportado por 

aquélla.

En la especie, la enjuiciada al contestar la 

demanda sostuvo que la parte actora realizó y autorizó 

las operaciones reclamadas con la inserción de su 

tarjeta, su número de identificación personal, 

contraseñas y claves dinámicas; sin embargo, es 

importante señalar que dicha manifestación no implica 

por sí misma que debe presumirse la fiabilidad del 

sistema electrónico, de que las operaciones 

controvertidas se llevaron a cabo bajo el uso de un 

determinado mecanismo de autenticación por parte del 

usuario, ya que esa presunción se puede obtener, sólo 
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una vez que la institución de crédito demuestre que 

siguió el procedimiento exigido por las disposiciones de 

carácter general aplicables a las instituciones de crédito 

emitidas por la Comisión Nacional Bancaria de Valores; y 

que no se tuvo conocimiento de los incidentes que 

comprometieran los datos del cuentahabiente.

Sin embargo, la demandada no ofreció pruebas 

relevantes para desvirtuar que las operaciones 

controvertidas fueron atribuibles a la parte actora.

Se establece ello, porque el banco ofreció como 

medios probatorios, los siguientes (las documentales que 

a continuación se enunciarán, fueron exhibidas en copia 

certificada en términos del artículo 100 de la Ley de 

Instituciones de Crédito):

1. Confesional a cargo de la actora.
2. Instrumento notarial ********* * ***** *** ****** 
******* * **** (******), pasada ante la fe del 
Notario Público ciento veinte, de esta Ciudad.
3. Solicitud del contrato de producto volaris2 y 
checklist para expediente de crédito.
4. Credencial para votar a nombre de la actora.
5. Constancia de la clave única de registro de 
población a nombre de la actora.
6. Acuse de recibo de la tarjeta de crédito de 
veintitrés de enero de dos mil veinticinco a 
nombre de la actora.
7. Carátula del contrato de adhesión de tarjeta de 
crédito en cuenta corriente.
8. Contrato múltiple de productos de crédito 
individual en cuenta corriente en moneda nacional 
asociado a una tarjeta de crédito.
9. Log´s certificados unificados expedidos por 
Promoción y Operación, sociedad anónima de 
capital variable correspondientes a las 
transacciones cuya nulidad se demanda.
10. Estados de cuenta de la tarjeta de crédito a 
nombre de la actora de los periodos que 
comprenden del veintidós de abril al veinte de 
mayo, del veintiuno de mayo al veinte de junio, del 
veintiuno de junio al veintiuno de julio, del 
veintidós de julio al veinte de agosto y del 
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veintiuno de agosto al veintidós de septiembre, 
todos de dos mil veinticinco.
11. Detalle de autenticación de las operaciones 
cuya nulidad se reclama.
12. Constancia de situación fiscal a nombre de la 
demandada.
13. Instrumental de actuaciones.
14. Presuncional en su doble aspecto legal y 
humano.

Por cuanto hace a la confesional a cargo de la 
parte actora –prueba 1–, ésta no acredita que la 

accionante fue quien realizó los movimientos 

controvertidos a través de sus números confidenciales, 

pues durante el desahogo de dicho medio de convicción 

únicamente se manifestaron diversas cuestiones en 

torno a que sí creó un NIP o contraseña de su tarjeta, 

que el día de los cargos tuvo en su poder su teléfono, no 

recibió código para autorizar las operaciones, que se 

percató de los cargos cuando consultó sus estados de 

cuenta pero no recuerda fecha y hora, mas no que 

consintió los movimientos impugnados.

Respecto de la documental 2, del instrumento 

notarial se aprecia la personalidad del apoderado de la 

demandada al dar contestación a la instaurada en su 

contra; sin embargo, ello no prueba que la actora 

consintió las operaciones de las que solicita su nulidad. 

Por lo que hace a las documentales señaladas con 

los números 3, 6, 7 y 8 únicamente acreditan la relación 

contractual entre las partes actora y demandada.

Respecto de la copia certificada de los estados de 

cuenta a nombre de la actora de los periodos que 

comprenden del veintidós de abril al veinte de mayo, del 

veintiuno de mayo al veinte de junio, del veintiuno de 

junio al veintiuno de julio, del veintidós de julio al veinte 

de agosto y del veintiuno de agosto al veintidós de 
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septiembre, todos de dos mil veinticinco, copia 

certificada del detalle de autenticación de las 

operaciones cuya nulidad se reclama y copia certificada 

de los log´s certificados unificados expedidos por 

Promoción y Operación, sociedad anónima de capital 

variable correspondientes a las transacciones cuya 

nulidad se demanda. –pruebas 9, 10 y 11–, solo tienen 

eficacia demostrativa de indicio, en virtud de sus propias 

características, al constituir documentos que contienen 

información en lenguaje propio de la ciencia informática, 

cuyo contenido debe ser interpretado por expertos en 

esa materia, para demostrar la forma en cómo se 

registraron las operaciones en el sistema informático del 

banco, porque dan cuenta relevante del registro de los 

datos relativos a las operaciones alojadas en la 

estructura digital de la institución financiera.

Máxime que para estar en posibilidad de 

determinar si las transacciones en cuestión (por la 

mecánica de la autorización) son atribuibles al 

cuentahabiente, es necesario el apoyo de una pericial 
que interprete el contenido de esas documentales y que, 

además, acredite:

a) El ingreso de los medios de autenticación, como 

claves o contraseñas. 

b) Que se cumplieron con los protocolos 

establecidos normativamente para tales efectos, 

conforme al capítulo X, del título quinto de las 

Disposiciones Generales Aplicables las Instituciones de 

Crédito, emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de 

Valores.

c) Que el sistema no fue vulnerado en sí mismo 

durante la realización de las operaciones.
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Por ende, las pruebas en análisis por sí mismas, 

carecen de eficacia demostrativa para justificar que fue 

el actor quien realizó o consintió la operación 

impugnada; dado que debieron ser acompañadas de la 

prueba pericial en informática; sin embargo, la 

demandada no la ofreció.

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 

emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil 

del Primer Circuito, Undécima Época, publicada en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 

21, enero de 2023, Tomo VI, página 6220, registro 

2025812, que dice: 

"LOG DE TRANSACCIONES. PARA QUE EL 
DOCUMENTO CON TECNICISMOS EN MATERIA 
DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN 
INFLUYA EN EL ÁNIMO DEL JUZGADOR Y PUEDA 
DÁRSELE EL VALOR PRETENDIDO POR SU 
OFERENTE, ES NECESARIO QUE SE ACOMPAÑE 
DE LA INTERPRETACIÓN DE UN PERITO EN 
MATERIA DE INFORMÁTICA. 

Hechos: En un juicio oral mercantil la parte 
actora demandó de la institución bancaria la nulidad 
judicial absoluta de diversas operaciones bancarias 
que, a su decir, no fueron autorizadas. El Juez de 
primera instancia determinó que con las probanzas 
que ofreció la parte demandada no fue posible 
determinar que existió el consentimiento de la parte 
actora en la realización de los cargos controvertidos, 
por lo que resolvió declarar la nulidad absoluta de las 
operaciones bancarias demandadas. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de 
Circuito determina que para que el documento con 
tecnicismos en materia de tecnologías de la 
información (log de transacciones), influya en el ánimo 
del juzgador y pueda dársele el valor pretendido por 
su oferente, es necesario que se acompañe de la 
interpretación de un perito en materia de informática. 

Justificación: Lo anterior, porque la sola 
exhibición de un documento con tecnicismos que no 
resultan comprensibles para el promedio de la 
población, no puede ser suficiente para demostrar que 
las operaciones que se encuentran insertas en él, 
fueron aprobadas con el consentimiento de la parte 
que las impugna o desconoce en un juicio, por lo que 
es necesario que se acompañe de la debida 
interpretación de un perito en materia de informática, 
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en la que se logre explicar con claridad el contenido 
de dicha documental y, con ello, determinar sus 
alcances ya que, de otro modo, el juzgador se 
encuentra impedido para conocer la verdadera 
intención y contenido de ésta, al no ser un experto en 
lenguaje y códigos informáticos".

Respecto de las documentales marcadas con los 

numerales 4, 5 y 12, son insuficientes para acreditar el 

consentimiento de la actora para realizar las 

operaciones, pues son documentos personales a nombre 

de la accionante y de la demandada.

Asimismo, con las pruebas identificadas con los 

numerales 13 y 14, correspondientes a la instrumental de 

actuaciones y presuncional legal y humana, tampoco 

demuestran el consentimiento de la actora para realizar 

las operaciones financieras controvertidas; por el 

contrario, con las mismas se establece que se encuentra 

acreditada la acción ejercitada.

Por otro lado, conforme a lo establecido en las 

jurisprudencias invocadas, se insiste que no puede 

presumirse la fiabilidad de la banca electrónica a partir 

de la mera acreditación de que operación se llevó a cabo 

utilizando un determinado mecanismo de autenticación 

por parte del usuario, sino sólo una vez que la institución 

demandada demuestre que en el momento en que se 

realizaron éstas, se siguió el procedimiento exigido por 

las disposiciones de carácter general aplicables a las 

instituciones de crédito y que no se tuvo conocimiento de 

incidentes que comprometieran los datos de la 

cuentahabiente, la carga de la prueba se podrá revertir al 

usuario quien tendría en su caso el deber de desvirtuar 

lo aportado por la institución de crédito.

Cabe señalar, que corresponde a los bancos el 

deber probatorio de acreditar que el cuentahabiente fue 
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quien realizó las transacciones controvertidas; ello, pues 

a diferencia de los usuarios, los bancos cuentan con 

mayor facilidad para acceder a los registros relativos a 

las operaciones controvertidas, en atención a la 

obligación de resguardo de la información que les asiste 

en términos de la sección quinta, del capítulo X, de las 

Disposiciones de Carácter General aplicables a las 

Instituciones de Crédito.

En virtud de lo anterior, se reitera que, las pruebas 

ofertadas por la enjuiciada son insuficientes para 

acreditar los aspectos establecidos en la jurisprudencia 

1a./J. 16/2019, en cuanto a que la actora realizó o 

autorizó las operaciones materia de la litis; por ende, se 

tiene por acreditado el tercer elemento de la acción; 

consecuentemente, son infundadas las excepciones 

consistentes en la falta de acción y derecho (I) y la 
excepción de falta de comprobación de los hechos 
constitutivos de la acción (II), opuestas por la 

institución bancaria y así se declaran.

Apoya lo anterior, por su idea jurídica aplicada la 

jurisprudencia 1o. J/13 (10a.), de registro digital 

2017826, Décima Época, Materias Civil, visible en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 

58, septiembre de 2018, Tomo III, página 2222, del 

contenido siguiente:

“PRESUNCIONES LEGALES PREVISTAS EN LOS 
ARTÍCULOS 90, 90 BIS Y 95 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO. PARA QUE OPEREN A FAVOR DE LAS 
INSTITUCIONES BANCARIAS Y SE ARROJE LA CARGA 
DE LA PRUEBA A LOS USUARIOS, DEBEN ACREDITAR 
PREVIAMENTE QUE LA PLATAFORMA DONDE SE 
EJECUTÓ LA OPERACIÓN ES FIABLE Y SEGURA. Las 
instituciones de crédito pueden pactar con sus 
cuentahabientes que determinadas operaciones bancarias se 
realicen vía Internet por computadora; mediante teléfono 
celular inteligente (smartphone); o en cajeros automáticos, 
para lo cual deben proporcionar datos únicos y exclusivos 
que pueden consistir en usuarios, claves, contraseñas (como 
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el NIP) e, incluso, contraseñas dinámicas (token). Entonces, 
cuando una transacción electrónica se ejecuta con éxito, de 
conformidad con los artículos 90, 90 Bis y 95 del Código de 
Comercio surge la presunción de que se realizó, porque el 
cuentahabiente ingresó la información correcta para ese 
efecto, sea que lo haya efectuado personalmente, por 
conducto de su autorizado o mediante un sistema de 
información programado para actuar en su nombre 
automáticamente; sin embargo, para que esta presunción 
opere a favor de la institución de crédito, de conformidad con 
el artículo 90 Bis citado, debe acreditar previamente que la 
plataforma donde se ejecutó la operación es fiable y segura, 
y que existe certeza de que una transacción sólo se realizará 
si se ingresan los datos correctos, y no pueda tratarse de un 
fraude electrónico, de ese modo se revertirá la carga de la 
prueba al usuario bancario para que acredite que los 
mensajes de datos de la operación que se controvierta no 
fueron realizados por él; por su autorizado o por un sistema 
de información que programó para actuar en su nombre 
automáticamente. Lo anterior, puede demostrarse, por 
ejemplo, con el dictamen de un experto en materia 
informática que dirima si la plataforma donde se realizó la 
operación bancaria es fiable y segura por contar con un 
procedimiento que única e invariablemente autorizará una 
transacción cuando se ingresen los datos correctos 
requeridos (usuarios, claves, NIP, contraseñas dinámicas, 
etcétera), y no por diversas intervenciones informáticas.”

Aunado a que, como ya se dijo, la demandada no 
revirtió la presunción que opera en favor de la 
actora, en el sentido de demostrar que fue ella quien a 

través de sus claves confidenciales realizó los cargos 

controvertidos, que se cumplió con las disposiciones 

generales aplicables, y que el sistema electrónico fue 

seguro y fiable durante su ejecución.

Sin que pase inadvertido sus argumentos relativos 

a que al no existir una denuncia de robo de la tarjeta o 

alteración se entiende que la actora fue quien realizó las 

operaciones, lo cual, también debe desestimarse, ya 

que el más alto Tribunal Constitucional del País, sostuvo 

que el reporte de robo o extravío únicamente establece 

el momento preciso a partir del cual, indefectiblemente, 

los cargos que se realicen por el uso de la tarjeta serán 

responsabilidad del propio banco o institución de crédito, 

pero ello no significa que todos los realizados, incluidos 
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los anteriores a dicho reporte serán responsabilidad del 

tarjetahabiente, pues ello no exime al banco de acreditar 

el consentimiento de la parte actora en la realización de 

los movimientos controvertidos.

Se cita en lo conducente la jurisprudencia 1a./J. 
67/2008, sustentada por la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

tomo XXVIII, noviembre de 2008, página 161, registro 

digital 168411, cuyo texto dispone:

"TARJETAS DE CRÉDITO. LOS CARGOS 
HECHOS POR LOS CONSUMOS REALIZADOS 
CON ANTERIORIDAD AL AVISO DE ROBO O 
EXTRAVÍO SON IMPUGNABLES A TRAVÉS DE 
LA ACCIÓN DE NULIDAD DEL PAGARÉ O 
VOUCHER, EN TÉRMINOS DE LA TESIS DE 
JURISPRUDENCIA 1a./J. 11/2007. De conformidad 
con las Reglas a las que habrán de sujetarse las 
Instituciones de Banca Múltiple y las Sociedades 
Financieras de Objeto Limitado en la Emisión y 
Operación de las Tarjetas de Crédito, emitidas por el 
Banco de México y publicadas en el Diario Oficial de 
la Federación del cuatro de agosto de dos mil cuatro, 
en particular la Vigésima Quinta, en caso de robo o 
extravío de la tarjeta, una vez que la emisora reciba 
el aviso respectivo, deberá bloquearla y sólo podrá 
efectuar cargos a la cuenta por operaciones 
celebradas con anterioridad, lo cual, en principio, 
llevaría a considerar que las instituciones de crédito 
sólo serán responsables de los cargos efectuados 
con posterioridad al referido aviso; sin embargo, esto 
no significa que los cargos realizados por 
operaciones celebradas antes del mencionado 
reporte sean necesariamente responsabilidad del 
tarjetahabiente. En estas circunstancias, si el titular 
de la cuenta no reconoce como propios los cargos 
efectuados a la cuenta, o alguno de ellos, podrá 
objetarlos en términos de lo que ha establecido esta 
Primera Sala al resolver la Contradicción de Tesis 
119/2006-PS, de la que derivó la tesis de 
jurisprudencia 1a./J. 11/2007 que lleva por rubro 
"NULIDAD ABSOLUTA. PROCEDE CUANDO SE 
ALEGA LA FALSEDAD DE LA FIRMA IMPRESA 
EN UN PAGARÉ (VOUCHER) SUSCRITO EN 
VIRTUD DE UNA COMPRA REALIZADA A 
TRAVÉS DE UNA TARJETA DE CRÉDITO.", 
máxime cuando los consumos cuestionados se 
realizaron en las horas o minutos previos al 
mencionado reporte. Esto es así, pues sin soslayar 
el hecho del aviso de robo o extravío, debe tomarse 
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en cuenta que las referidas reglas establecen que la 
emisora sólo podrá cargar a la cuenta del titular el 
importe de los pagos de bienes, servicios, impuestos 
y demás conceptos que realice por cuenta del 
tarjetahabiente, así como las disposiciones de 
efectivo, cuando éste haya suscrito pagarés u otros 
documentos que sean aceptados por la emisora y se 
hayan entregado al establecimiento respectivo o los 
haya autorizado y que cuando el titular no esté de 
acuerdo con alguno de los cargos que aparezcan en 
el estado de cuenta, podrá objetarlo dentro del plazo 
señalado por la emisora, el cual no podrá ser menor 
a noventa días contados a partir de la fecha de 
corte. De esta manera, ante la objeción de algún 
cargo realizado con anterioridad al reporte de robo o 
extravío, se podrá impugnar a través de la acción de 
nulidad del pagaré o voucher, cuyo resultado 
dependerá de las pruebas periciales que al efecto se 
ofrezcan, pues al momento de cotejar las firmas de 
los vouchers y someterlas a un peritaje, se podrá 
determinar si los consumos cuestionados fueron 
realizados por el titular, caso en el que tendrá que 
responder por ellos, o bien, por una persona diversa, 
supuesto en el que será la institución quien deba 
responder por tales cargos."

En virtud de lo anterior, se reitera, las pruebas 

ofrecidas por la demandada son insuficientes para 

acreditar que la actora realizó los cargos controvertidos; 

por ende, se tiene por justificada la acción ejercida y 

como consecuencia de ello, se declaran infundados los 

argumentos expuestos por la demandada, los cuales 

fueron analizados en el presente considerando.

Sin perjuicio de lo antes precisado, la enjuiciada 

también opuso como excepciones las que denominó:

III. Defensa genérica de falta de acción (sine 
actione agis). Se hace valer en virtud de la negativa de 

los hechos de la demanda y toda vez que a la luz de los 

razonamientos de la contestación, quedó de manifiesto 

que la actora carece de acción que reclamar en contra 

de la accionada.

IV. Intangibildad de la demanda. Consistente en 

que la actora no puede modificar la litis sometida a 

consideración de este órgano jurisdiccional, es decir, no 
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puede cambiar las prestaciones, hechos, fundamentos o 

argumentos de su demanda.

V. Las demás excepciones y defensas. Derivada 

del escrito de contestación aun cuando no se hubieren 

expresado por su nombre.

Dichas excepciones, son infundadas, por lo 

siguiente.

La excepción III denominada sine actione agis, es 

inatendible ya que no constituye propiamente una 

excepción, sino que implica la negación del derecho 

ejercitado por el accionante para demandar las 

prestaciones indicadas en la demanda, arrojándole la 

carga de la prueba a la actora para acreditar sus 

afirmaciones; de ahí que, su procedencia se encuentra 

sujeta a que la parte actora asuma la carga probatoria 

impuesta por la ley, al tenor del artículo 1194 del Código 

de Comercio, para acreditar los extremos de la acción 

ejercitada.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis jurisprudencial 

VI.2. J/203, sustentada por el entonces Segundo 

Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, visible en la 

página 62, Tomo LIV, Junio de 1992, Octava Época, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que a 

la letra dice: 

“SINE ACTIONE AGIS. La defensa de carencia 
de acción o sine actione agis, no constituye 
propiamente hablando una excepción, pues la 
excepción es una defensa que hace valer el 
demandado, para retardar el curso de la acción o para 
destruirla, y la alegación de que el actor carece de 
acción, no entra dentro de esa división. Sine actione 
agis no es otra cosa que la simple negación del 
derecho ejercitado, cuyo efecto jurídico, solamente 
puede consistir en el que generalmente produce la 
negación de la demanda, o sea, el de arrojar la carga 
de la prueba al actor, y el de obligar al juez a 
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examinar todos los elementos constitutivos de la 
acción”. 

Respecto a la excepción IV de intangibildad de 
la demanda, se estima infundada, ya que de 

constancias de autos, no se aprecia que la actora haya 

modificado la litis o cambiado las prestaciones, hechos, 

fundamentos o argumentos de su demanda.

Por lo que hace a la excepción genérica, referida 

en el número V como “las demás excepciones y 
defensas” derivadas del escrito de contestación aun 

cuando no se hubieren expresado por su nombre, resulta 

ineficaz para demostrar sus defensas, ya que omite 

indicar en qué consiste la misma, cuáles son las 

consideraciones o manifestaciones en las que se basa o 

en su caso lo que se pretende demostrar, ya que 

únicamente manifiesta que se deben tener por opuestas 

todas y cada una de las excepciones y defensas aun 

cuando no se hubieran expresado.

En consecuencia, las excepciones relatadas son 

insuficientes para destruir los elementos de la acción, por 

ende, son infundadas y así se declaran.

SEXTO. Procedencia de las prestaciones. En 

virtud de lo anterior, al haber resultado infundadas las 

alegaciones hechas valer por la institución bancaria 

demandada y al encontrarse acreditados los elementos 

constitutivos de la acción ejercida ante la ausencia del 

consentimiento de la parte actora en las operaciones 

controvertidas, lo procedente es:

1. Declarar judicialmente la nulidad absoluta de 

las dos operaciones materia de la litis, realizadas el día 

siete de julio de dos mil veintiséis, en la tarjeta de 

crédito física con terminación  ***** y/o digital con 
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terminación  ****, a nombre de la parte actora, las 

cuales se precisan en la siguiente tabla:

1 Fecha           Concepto Monto

1 07 julio 2025 ** ** ****** ******** ****** ** 

***

$40,540.00

2 07 julio 2025 ** ****** *** ****** * ****** ** 

***

$56,574.11

Total: $97,114.11

2. Como consecuencia de lo anterior, condenar a 

la demandada, a la cancelación de la cantidad de 

$********* (******* * ***** *** ****** ******* ***** 
**/100 moneda nacional), correspondiente al monto 

total de las operaciones declaradas nulas, así como 

de los intereses, comisiones, impuestos y demás 

accesorios que se hubieren generado con motivo de 

estas.

3. Condenar a la enjuiciada a girar instrucción a 

***** ***** ** ******* 
******** ******** 
******** ** 
*********** ********** , denominada “Buró de Crédito”, 

para que elimine el antecedente negativo a nombre de la 

parte actora, que en su caso se hubiere generado con 

motivo de las operaciones materia de la litis, en términos 

del artículo 20 de la Ley para Regular las Sociedades de 

Información Crediticia.

䍯湤敮愠煵攠污 摥浡渀摡摡 摥扥狡 牥慬楺慲 摥湴牯 

摥氠 灬愀穯  摥  cinco días, contado a partir de que la 

presente resolución sea legalmente ejecutable, 

apercibida que en caso de no hacerlo se procederá a la 

ejecución forzosa, con fundamento en los artículos 1078 

del Código de Comercio y 222 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria.

SÉPTIMO. Gastos y costas. No es procedente 

decretar especial condena en cuanto a los gastos y las 

costas que se originaron por la tramitación del juicio en 
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contra de la demandada, al no materializarse alguna de 

las hipótesis previstas en el artículo 1084 del Código de 

Comercio, aunado a que la enjuiciada no se condujo 

durante la tramitación del juicio con temeridad o mala fe.

Cobra aplicación por su idea jurídica aplicada el 

criterio jurisprudencial PC.III.C.J/52C (10ª) emitido por el 

Pleno de Circuito, consultable a foja 1313, Libro 80, 

Noviembre de 2020, Tomo II, página 1313, consultable 

en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación del 

rubro y texto siguiente:

“COSTAS. NO PROCEDE SU CONDENA BAJO EL 
CRITERIO SUBJETIVO DE LA TEMERIDAD O MALA 
FE, PREVISTO EN EL PÁRRAFO PRIMERO DEL 
ARTÍCULO 1084 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, EN 
EL SUPUESTO DE QUE LAS PRUEBAS QUE 
OFREZCA LA INSTITUCIÓN BANCARIA RESULTEN 
INSUFICIENTES PARA ACREDITAR LA OPOSICIÓN 
A LA ACCIÓN DE NULIDAD DE CARGOS NO 
RECONOCIDOS. La jurisprudencia 1a./J. 16/2019 
(10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, dispone que en asuntos en los 
que se demande la nulidad de cargos de operaciones 
bancarias, es a la propia institución a quien corresponde 
ofrecer pruebas pertinentes que acrediten que el 
usuario fue quien realizó la transacción, por ser quien 
cuenta con los mecanismos que facilitan su aportación. 
Así, si bien la carga de la prueba en esos asuntos recae 
en la institución bancaria, su insatisfacción –derivada de 
no ofrecer pruebas eficaces– no conlleva a tener por 
actualizado el criterio subjetivo de temeridad o mala fe 
para imponer la condena en costas, porque la 
consecuencia de no aportar pruebas eficaces de que la 
operación bancaria la autorizara el cuentahabiente, y de 
que su sistema informático opera con seguridad y es 
confiable, sólo supone que la circunstancia fáctica 
queda indemostrada y repercute en su causa, debido a 
que según la noción de la carga probatoria, el sujeto 
obligado a satisfacerla se encuentra en absoluta libertad 
para elegir su conducta, ejecutándola o no, sin sujeción 
de coacción, y su inobservancia conlleva que no 
consiga el fin que satisface su propio interés, no una 
ventaja en perjuicio de alguien o el ejercicio de un 
derecho que no le corresponda, en tanto que tal 
insatisfacción perjudica a quien la incumple, y sin duda 
beneficia al demandante. A lo anterior se suma el hecho 
de que la institución crediticia cuenta con razón fundada 
para litigar, merced a la relación contractual que tiene 
celebrada con su cliente, en la que convinieron 
recíprocas obligaciones, lo que impide considerar su 
oposición deliberada y maliciosa.”
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Por lo expuesto y fundado, y con apoyo, además 

en lo dispuesto en los artículos 1390-Bis-38 y 1390-Bis-

39, del Código de Comercio, se:

R E S U E L V E:

PRIMERO. Es procedente la vía oral mercantil.

SEGUNDO. La parte actora acreditó los elementos 

constitutivos de la acción y la demandada no justificó sus 

excepciones.

TERCERO. Se declara judicialmente la nulidad 

absoluta de las operaciones controvertidas.

CUARTO. Se condena a la cancelación de la 

cantidad total de $97,114.11 (noventa y siete mil ciento 
catorce pesos 11/100 moneda nacional) reflejado en la 

cuenta de la actora materia de la litis; así como a la 

cancelación de intereses, comisiones, impuesto al valor 

agregado y demás accesorios generados.

QUINTO. Se condena a la parte demandada a 

comunicar a ***** ***** ** ******* ******** ******** 

******
** ** 
******
***** 
******
***** 
******
**** 
***** 
** 

********, para que elimine el antecedente negativo a 

nombre de la parte actora, que en su caso se hubiere 

generado con motivo de las operaciones materia de la 

litis.

SEXTO. Se absuelve a la demandada del pago de 

gastos y costas.

Notifíquese.

Así lo resolvió y firma (electrónicamente) Ana Lilia 
Osorno Arroyo, Juez Segundo de Distrito en Materia de 

Extinción de Dominio con competencia en la República 
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Mexicana y Especializado en Juicios Orales Mercantiles 

en el Primer Circuito, con sede en la Ciudad de México, 

ante Jorge Edson Becerra Sánchez, secretario que 

autoriza y da fe.

Se agrega la evidencia criptográfica de la presente determinación. 
Conste.
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0a 62 e6 e4 c0 77 cc 9b 85 cd a1 24 a1 53 89 9a
6f c1 51 f4 2f 3c d2 9b 2d 02 cb 14 70 94 d7 94
7b 20 e2 1d e4 ed 34 96 be 02 8a e1 5f 99 05 39
81 46 e3 9c ee 07 87 9d 66 6c b3 fc 22 23 37 2a
82 58 fe 38 ae bd aa 7d 70 fd b1 47 96 ae f5 80
03 8e 51 23 39 57 8f 71 bb 49 d6 68 0d 65 db bc
fe c3 97 b1 5a 67 ef fa 2f c0 ea ab 14 42 24 c3
f7 91 ba 21 46 80 01 0b 94 92 04 3e 37 d7 77 25
0c bb c5 64 77 63 a5 14 3b 5c 2b c1 a8 6a ef 32
f0 3b bf 76 3c d5 38 3c ba 0f 87 da d2 af 02 fc
fd c2 10 dd 9d 9f 32 9c 81 99 94 0b 5d 4e db 3d
c2 10 11 cf 15 ea 6b d6 3b ac 99 24 66 7b a9 9c
17 d5 7c e7 a1 20 08 76 41 70 00 c4 51 d1 a3 f7
33 94 b8 b6 bf 7a 51 92 74 0a 58 19 85 71 7d 83
0f f2 39 5d 05 b7 8e 2e d8 a4 d6 6f 2d 3f 70 1e
41 fe 46 1a 3f 58 09 be 95 81 80 45 ce cf 90 eb
86 d5 ac 25 2c cf 90 b3 d7 4f d5 e7 ab a8 b6 c5
b3 b9 fc 04 f2 6e 7f ed eb 60 7b 8d 7f fb f2 bc

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 31/08/26 22:45:57 - 31/08/26 16:45:57

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.02.00.0d

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 31/08/26 22:45:57 - 31/08/26 16:45:57

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 199278854

Datos estampillados: i8Wu3+zuaIingwP8Bt9id5HTwV0=
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aEl treinta y uno de agosto de dos mil veintiseis, el licenciado Jorge Edson

Becerra Sánchez, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Segundo de
Distrito en Materia de Extinción de Dominio con Competencia en la República
Mexicana y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito,
hago constar y certifico que en esta versión pública no existe información
clasificada como confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública. Conste.


